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VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. [H]ay dos cosas que quedan claras frente al delito de violencia intrafamiliar, entre parejas que ya se encuentran separadas; siendo la primera de ellas que en estos casos no habría violencia intrafamiliar porque no hay coexistencia entre las personas a pesar de que ella se haya dado en el pasado, pues lo que allí cabría hipotéticamente, en caso de agresión física, sería el delito de lesiones personales. En segundo lugar que el hecho de tener un hijo en común es insuficiente para acreditar la existencia de una unidad familiar pues ello supondría que la misma se prolonga de manera indefinida en el tiempo y que una persona puede tener más de una unidad familiar. Las anteriores afirmaciones tienen su sustento en que el fin perseguido por la Ley Penal mediante el establecimiento del delito de violencia intrafamiliar era el de proteger la unidad de la familia, la que a juicio del alto fallador de cierre penal debe mirarse de manera cuidadosa cuando se habla de parejas separadas, esto es aquellas que rompieron su vínculo sentimental y además no conviven bajo el mismo techo  por cuanto, tal como lo manifestó en la sentencia arriba referenciada, “concluye la Corte que para la configuración del delito de violencia intrafamiliar es necesario que victimario y víctima pertenezcan a la misma unidad familiar, “que habiten en la misma casa” –en los términos del citado estatuto punitivo mexicano— pues de no ser ello así, la agresión de uno a otro no satisface la exigencia típica de maltratar a un miembro del mismo núcleo familiar y tampoco vulnera el bien jurídico de la “armonía y unidad de la familia”; así las cosas, la cohabitación en el mismo inmueble se convierte en un requisito necesario para hablar de violencia intrafamiliar. Ahora, en cuanto a que el vínculo de familia se mantenga entre dos personas porque tengan un hijo en común, se estableció en la sentencia ya citada que, "No es suficiente con que un hombre y una mujer procreen un hijo para que surja la noción de armonía y unidad de familia protegida por el delito analizado -violencia intrafamiliar-, pues si bien se establece una unidad familiar perenne entre cada uno de ellos con su descendiente, no necesariamente se conforma entre aquellos un lazo de igual naturaleza como para deducir entre los tres una familia para los efectos del delito de violencia intrafamiliar, en cuanto bien puede ocurrir que la relación y convivencia de la pareja culminen o, incluso, que nunca tengan lugar" (resaltado nuestro).Con todo lo dicho, para esta Corporación y con respecto a lo dicho por la Corte, en realidad lo que el tipo penal protege no es la familia en abstracto como institución, sino, como lo dice la Sala de Casación Penal, la "coexistencia pacífica de un proyecto colectivo que supone el respeto por la autonomía ética de sus integrantes”. Bajo esa perspectiva es necesario señalar que en este asunto, al quedar claro que para el día de los hechos señalados en el escrito de acusación la Fiscalía no probó en momento alguno que de los hechos denunciados se derive la existencia de una conducta punible de violencia intrafamiliar, pues como se dejó claro para ese entonces el señor JFGG y la señora ANA MARÍA CASTRILLÓN LÓPEZ no convivían y lo único que los une es su menor hija, lo que evidentemente desvirtúa la existencia del delito de violencia intrafamiliar de él hacía ella; tampoco se puede predicar tal conducta punible respecto de la menor L.G.C., porque él la tenía en ese momento en sus brazos, puesto que en ningún momento se demostró que él hubiese hecho o dicho algo que la pudiera afectar física o psicológicamente. 
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V I S T O S:

Procede la Colegiatura a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía y la Representante de Victimas en contra de la sentencia adiada el 18 de agosto de 2015, proferida por el Juzgado Único Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Santa Rosa de Cabal, mediante la cual absuelve de la responsabilidad penal al señor JFGG, dentro de la causa que se adelantó en su contra por el delito de violencia intrafamiliar.
A N T E C E D E N T E S:

Los hechos objeto de las presentes actuaciones fueron denunciados por la señora ANA MARÍA CASTRILLÓN LÓPEZ el día 07 de abril de 2014, quien manifestó que convivió con el señor JFGG por espacio de un año, producto de esta relación procrearon un hija; relata que desde el embarazo él la maltrataba verbalmente y la acusaba con el argumento que ella era la única culpable del embarazo, aduciendo que la niña no era suya, cuando nació la menor y la señora madre le solicitaba algo para ella, aquel le manifestaba que no era un Banco, esos altercados y otros motivos los llevaron a su separación. Posteriormente, en junio del año 2013 lo demandó ante la comisaría de Familia por el delito de Violencia Intrafamiliar, lo que dio como resultado que fuera reconvenido para que en lo sucesivo se abstuviera de continuar realizando actos de violencia en contra de la señora CASTRILLÓN LÓPEZ; pese a lo anterior, dice la denunciante que, cuando JFGG iba a ver la niña y ante la negativa de ella para permitir que se la llevara de su residencia, le faltaba al respeto diciéndole que era una ridícula y una boba.

Teniendo en cuenta los distintos problemas que tenían y la renuencia del denunciado a dar dinero para la manutención de su menor hija, la víctima tramitó ante el Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal un embargo de alimentos en contra del señor JFGG, el cual salio a su favor, ocasionando que él cada quincena la llamara a insultarla. Finalmente, el 15 de marzo de 2014 cuando él fue a ver a la niña y pidió llevársela, ella se negó vehementemente a ello, lo que lo llevó a lanzar improperios en su contra. 
Dice el Ente Acusador que como resultado de los anteriores hechos, la señora ANA MARÍA se halla perturbada psicológicamente, ya que las respectivas agresiones verbales por parte de su expareja sentimental, quien es el padre de su hija, le han conmovido su vida, en cuanto su estado anímico, autoestima y tranquilidad, a la vez que alteran su entorno familiar y bienestar pues afecta su relación con las personas que convive.
L A   A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L:
1) El Juzgado Primero Civil Municipal con Funciones de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal, el 02 de diciembre de 2014, llevó a cabo la audiencia preliminar de formulación de imputación en contra del señor JFGG, por su presunta responsabilidad en el punible de Violencia Intrafamiliar en contra de la señora ANA MARÍA CASTRILLÓN quien guardó silencio.
2) El 13 de febrero de 2015, la Fiscalía presentó el correspondiente escrito de acusación en contra del señor JFGG, correspondiéndole por reparto el conocimiento de la actuación al Juzgado Único Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal. La audiencia de formulación de la acusación se llevó a cabo el 19 de marzo del 2015, momento en el cual se reiteraron los cargos en contra del procesado por el reato de violencia intrafamiliar, en calidad de autor y a titulo de dolo. El 17 de junio de 2015 se realizó la audiencia preparatoria.
3) El juicio oral se inició el 24 de junio de 2015 y culminó el 06 de julio de ese mismo año. La sentencia fue dictada 18 de agosto de 2015 y en ella se decidió absolver al señor JFGG por los cargos endilgados en su contra, motivo por el cual la Fiscal y la Representante Víctimas recurrieron la decisión.
L  A    S  E  N  T  E  N  C  I  A    O P U G N A D A:

Se trata de la sentencia de fecha el 18 de agosto de 2015, proferida por el Juzgado Penal Municipal de Conocimiento con Funciones de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal, en virtud de la cual se determinó que en el caso de la Fiscalía seguido en contra del señor JFGG, no existía suficiente material probatorio y evidencia física para declararlo penalmente responsable de la comisión del delito de violencia intrafamiliar.
En dicha providencia, se señaló que para que una conducta sea punible debe ser típica, antijurídica y culpable, aspectos que a pesar de lo acreditado por el Ente Acusador no se lograron determinar en este asunto, y lo que se evidenció fue un hecho que en apariencia puede asemejarse a esa conducta punible, sin que logre concretarse. 
Para la A quo quedó claro en el juicio que el señor GIRALDO, cohabitó en la residencia de la denunciante y su señora madre por espacio de 6 meses, entre noviembre de 2012 y mayo de 2013, y tal cosa obedeció al estado de preñez de la señora ANA MARÍA y el deseo de esta de formar una familia con el padre del hijo que estaba por nacer, aunado a que para esa época él no desarrollaba ninguna labor económica. 
Respecto de las pruebas practicadas en juicio, la Juez tuvo en cuenta el testimonio rendido por la señora María Alba López Giraldo abuela materna de la menor, quien indicó no haber presenciado ningún tipo de agresión durante la convivencia de su hija con el denunciado, sin embargo sí veía que ella salía del cuarto llorado y en una oportunidad escuchó que le gritaba diciéndole “infeliz tacaña”. Respecto al día de los hechos base de la denuncia, indicó que ese día su hija y su exyerno, iniciaron una discusión porque él llegó a ver a la menor L.G.C., y ANA MARÍA le reclamó porque no le había dado la cuota, obteniendo como respuesta de parte de él, que no lo hacía porque ella no le permitía llevarse a la niña, frente a esto, la denunciante le recordó que el acuerdo en el Juzgado era que él podía ver a la niña pero en la casa y en presencia de ella, lo que generó que él empezara a insultarla; por eso ella, o sea la señora María Alba, fue donde ellos y les dijo que no pelearan frente a la niña y le pidió a JFGG que se fuera de su casa, acto seguido, ANA MARÍA le arrebató a él la niña de las manos y procedió a abofetearlo y sacarlo del apartamento a empujones. De lo narrado, concluyó la Juez que la denunciante participa activamente e incita en considerable medida los altercados con el señor GIRALDO, por el tema de la menor, quien dicho por otros testigos como lo es la actual compañera sentimental del acusado, la señora DIANA MARCELA, él insiste en ver a la menor L.G.C. pero todo derecho le es negado, situación que igualmente se presenta con la madre de su otra hija. 
Aunado a lo anterior, afirmó la A quo que los problemas entre la denunciante y el denunciado, tienen una base única, esto es un conflicto familiar que los han llevado a enfrentamientos, sin que estos hayan pasado de los reclamos por las visitas, frente al deseo del padre por ver a su hija y llevársela para compartir tiempo con ella lejos de la familia materna, el respectivo acaloramiento por la negativa de la madre respecto de este pedido, además de la respuesta agresiva final de la señora ANA MARÍA hacía el señor JFGG, el día de los hechos denunciados.  Situaciones que a su parecer, se alejan ampliamente de la configuración del delito de violencia intrafamiliar, pues esta conducta tiene una connotación más profunda, y de esa mal llamada agresión que se investiga, resulta desproporcionado derivar de allí la existencia de un punible y reclamar con ello la intervención de la potestad punitiva de Estado, puesto que no es cualquier acto de violencia o maltrato el que estructura el tipo penal de la violencia intrafamiliar, por ende no se puede concluir que estos hechos particulares hayan roto o resquebrajado la armonía o conservación de ese grupo familiar.
En cuanto a las supuestas afectaciones psicológicas a la víctima, indicó que con el testimonio del Dr. JORGE OLMEDO CARDONA LONDOÑO, psicólogo adscrito a Medicina Legal quedó claro que la señora ANA MARÍA CASTRILLÓN no tiene ningún tipo de afectación psicológica en razón a los hechos materia de debate, por ende se deduce que la denunciante se encuentra en perfecto estado de salud mental, por tanto no es viable concluir, como lo afirma en Ente Persecutor, que lo consignado en la historia clínica de Comfamiliar de fecha 11 de septiembre de 2014, en donde se diagnosticó a la señora CASTRILLÓN LÓPEZ con un “trastorno de ansiedad no especificado”, pueda ser atribuido a la situación vivida con su expareja y padre de su menor hija. Además de lo ya dicho, consideró la A-quo que una muestra de la inexistencia de esa situación es que la señora ANA MARÍA continuó con su vida, sin ningún tipo de alteración en la misma, tanto así que continua impidiendo que el padre de la menor L.G.C. pase tiempo con ella. 
Bajo esa óptica, consideró la falladora de primer nivel que los hechos para este caso están enmarcados dentro de una situación familiar que denota que factores como la edad, el entorno social y cultural, afectan las relaciones interpersonales, puesto que la relación de convivencia de la denunciante y el denunciado, se evidencia que fue algo forzado, producto de la sorpresa del embarazo, del deseo de la gestante de llegar a consolidar una familia y de la situación económica desventajosa del procesado quien se encontraba desempleado para ese entonces y sin el apoyo de su progenitora; situaciones que de entrada condenaron esa relación al fracaso, esto ante el incumplimiento de las expectativas trazadas sobre todo por la mujer ante lo que debe ser una familia, lo que la llevó a que internamente acabara alojando todo ese sentimiento de frustración e ira, para finalmente manifestarse en una evidente falta de comunicación y respeto entre ellos. 
Con todo lo anterior, concluyó la A quo que los hechos materia de juicio no pueden ser enmarcados dentro del reato de violencia intrafamiliar, menos aún lo ocurrido el 15 de marzo de 2014, puesto que lo evidenciado respecto de ese día fue una discusión de dos personas que tienen una hija en común, pero que no conviven juntas y que no han logrado ponerse de acuerdo respecto a las condiciones en que el padre puede pasar el tiempo con la niña. 
L  A  S  
A  L  Z  A  D  A S:
La Delegada Fiscal como sujeto recurrente, inconforme con la decisión, la Fiscalía interpuso recurso de apelación, para ello presentó dentro del término pertinente escrito en el cual dijo no compartir los argumentos que la señora Juez expuso para absolver al señor JFGG.
Señala la recurrente que con el testimonio de la señora ANA MARÍA CASTRILLÓN LÓPEZ y el de su madre, quedó suficientemente probado que el procesado hizo parte de su núcleo familiar por espacio de seis meses y medio, y que fue en esa época en que se iniciaron las conductas violentas por parte de él hacía ella; agresión que se presentó nuevamente en el mes de marzo del año 2014 cuando JFGG visitaba a su pequeña hija a quien además tenía en brazos en el momento en que profirió el trato degradante y lesionante en su contra, misma que se repitió para a comienzos del año 2015.  
En cuanto a las consecuencias psicológicas que se derivaron de esas agresiones, señala la apelante que a pesar de no haberse llevado a la psicóloga de la EPS S.O.S, con la Dra. ROCIO ELENA QUICENO, la historia clínica de atención de fecha del 11 de septiembre del 2014, se estipuló, por ende el contenido del mismo se declaró probado en el juicio oral; y en ese documento se plasmó que el diagnosticó de “Trastorno de Ansiedad no especificado”, existió y a aunque no se logró precisar cuál de todos los trastornos de ansiedad que existe, estaba padeciendo ella y cuál era la causa del mismo, si se dejó claro que el motivo de la consulta fueron los problemas de la paciente con el padre de su menor hija.
Igualmente indica la Fiscal que durante el proceso dio a conocer un acontecer típico, antijurídico y culpable, en modalidad dolosa donde se ha vulnerado el bien jurídico protegido por la ley, el cual es la Familia, recordando en este punto lo amplio que puede llegar a ser el concepto de familia, aduciendo que no hay duda que el señor JFGG, fue quien cometió esta conducta lesiva, con agresiones de tipo moral o psicológica en contra de ANA MARÍA CASTRILLÓN LÓPEZ, quien es su excompañera y madre de su hija L.G.C., teniendo en cuenta que la violencia intrafamiliar se da al interior de los hogares y no solo está circunscrita a la violencia física. 
Bajo esa óptica, considera la libelista que la conducta penal no desaparece ni se invalida, como parece aseverarlo la falladora de primer nivel, porque se diga que el comportamiento del procesado para con la señora ANA MARÍA CASTRILLÓN LÓPEZ tenga su génesis en un desacuerdo entre ambos por la custodia de la hija que tienen en común, o porque ello se daba a una cuestión de inmadurez de ellos frente al asunto de la convivencia, de un embarazo no deseado y de una relación de desigualdad económica. 
Finalmente, se argumenta que la Fiscalía demostró y llevó el conocimiento necesario para establecer más allá de toda duda razonable, que el enjuiciado vulneró el vínculo familiar de ANA MARÍA y su hija, pues desde la etapa del embarazo ha ejercido violencia en contra de ella, lo que ha empeorado después del nacimiento de la menor, pues ya las agresiones se dan en presencia de ella. 
La Representante de Victimas como sujeto recurrente, inicia su argumentación diciendo que la tesis de la defensa de que no puede hablarse de violencia intrafamiliar en este asunto, porque para la época de los hechos denunciados el señor JFGG y la señora ANA MARÍA CASTRILLÓN LÓPEZ ya no tenían ningún tipo de convivencia, no puede prosperar, toda vez que ellos dos, tal como se probó en el juicio sí vivieron juntos, además de ello, en los registros de afiliación a seguridad social ella y la menor L.G.C., aún aparecen como beneficiarias de él. 
Frente al tema de la responsabilidad del procesado, señala que la Juez de primera instancia no tomó en cuenta ninguno de los puntos realmente importantes en este asunto para absolver al señor GIRALDO, puesto que no valoró si verdaderamente existió o no maltrato psicológico, pues dejó de lado el analizar si el día de los hechos denunciados él agredió o no a la señora ANA MARÍA en presencia de su menor hija. Igualmente, alega que en este asunto existió también un maltrato económico en razón a que cada vez que la denunciante le solicitaba a JFGG la cuota alimenticia para la menor L.G.C., el mismo comenzaba a insultarla. 
Finalmente considera que erró la falladora al aseverar que no existió violencia intrafamiliar porque no hubo agresión física hacia la víctima. Además de eso el hecho de que ella haya seguido su vida a pesar de lo ocurrido, no quiere decir que lo sucedido no la afecte, como según parece ser lo afirman el psicólogo y la señora Juez de primera instancia, puesto que parece ser que para ellos, la victima debía llegar a una condición deplorable al proceso para decir que sí existió delito. 
P A R A   R E S O L V E R  S E  C O N S I D E R A:

Competencia:

La Sala, acorde con lo establecido en el numeral 1º del artículo 34 C.P.P. y el articulo 176 ibídem, es competente para asumir el conocimiento del presente asunto, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación interpuesto en contra de una sentencia de primera instancia, el cual fue interpuesto y sustentado de manera oportuna.
Así mismo no se avizora irregularidad o mácula alguna que pueda viciar de nulidad la actuación procesal.
Problema jurídico:

Del contenido de los argumentos expuestos por los recurrentes, en sus escritos de sustentación del recurso de apelación, a juicio de la Sala, se desprende el siguiente problema jurídico:
¿Incurrió la Jueza A quo en algún tipo de error al momento de la apreciación del acervo probatorio que le impidieron darse cuenta de que con las pruebas aducidas a juicio por parte del Ente Acusador, sí se acreditaba plenamente el compromiso penal endilgado al señor JFGG, por incurrir en la presunta comisión del delito de Violencia Intrafamiliar, lo que implica que para él se debió dictar un fallo condenatorio en lugar de ser absolutorio?

Solución:
Como quiera que el eje central con el cual los recurrentes han edificado las tesis de su inconformidad frente a lo resuelto y decidido en el fallo de 1ª instancia gira en torno a argumentar que la A quo incurrió en unos supuestos errores en la apreciación de las pruebas habidas en el proceso, la Sala para solucionar la controversia procederá a efectuar un análisis de las pruebas que supuestamente fueron incorrectamente apreciadas por la Jueza de primer nivel para de esta forma determinar si le asiste o no la razón a los reproches formulados por los apelantes.

Los principios de presunción de inocencia e 'in dubio pro reo', hacen parte de ese cúmulo de garantías procesales que el articulo 29 la Carta ha denominado como debido proceso, y tienen por objeto amparar a los ciudadanos que se encuentren inmersos en un proceso sancionatorio, en el sentido que no están en la obligación o el deber de demostrar su inocencia, por ser una condición que se debe considerar como inherente al ser humano, constituyéndose ello en una carga que le correspondería desvirtuar al Estado, por intermedio de la Entidad encargada de la persecución criminal.
Sobre estos principios, consideramos pertinente traer a colación lo que ha expuesto la Corte Constitucional de la siguiente manera:
"La presunción de inocencia en nuestro ordenamiento jurídico adquiere el rango de derecho fundamental, por virtud del cual, el acusado no está obligado a presentar prueba alguna que demuestre su inocencia y por el contrario ordena a las autoridades judiciales competentes la demostración de la culpabilidad del agente. Este derecho acompaña al acusado desde el Inicio de la acción penal (por denuncia, querella o de oficio) hasta el fallo o veredicto definitivo y firme de culpabilidad, y exige para ser desvirtuada la convicción o certeza, más allá de una duda razonable, basada en el material probatorio que establezca los elementos del delito y la conexión del mismo con el acusado. Esto es así' porque ante la duda en la realización del hecho y en la culpabilidad del agente, se debe aplicar el principio del in dubio pro reo, según el cual toda duda debe resolverse en favor del acusado".

La obligación que le asiste al órgano encargado de la persecución penal de desvirtuar la presunción de inocencia que ampara a todo procesado, se encuentra consagrada de manera expresa en los artículos 7º C.P.P. y el articulo 381 ibídem, en los que se establecen cuáles son los requisitos que se deben cumplir para dictar una sentencia condenatoria y las consecuencias procesales que implicaría el incumplimiento de dichos requisitos.
Así tenemos que los artículos 7º y 381 ejusdem, exigen que las pruebas debatidas en la audiencia de juicio oral, lleven al Juez de conocimiento a un grado de convencimiento, más allá de toda duda razonable, sobre la existencia del delito y la responsabilidad criminal del acusado. Lo que quiere decir que la presunción de inocencia queda incólume en aquellos casos en los cuales las pruebas habidas en el proceso carezcan de la contundencia, por generar un estado de duda razonable, para llevar al Juez a ese necesario grado de convencimiento sobre el delito y la responsabilidad criminal del procesado.
Bajo ese contexto, resulta importante recordar que el delito de violencia intrafamiliar tipificado en el artículo 229 del Código Penal cuya pena fue modificado por el art. 33 de la Ley 1142 de 2007, prevé una sanción que va de 4 a 8 años de prisión para quién “maltrate física o sicológicamente a cualquier miembro de su núcleo familiar” y en su inciso segundo establece, ese mismo artículo, que la pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes cuando esa conducta se ejerza en contra de ciertas personas, entre ellas, una mujer.
Frente a este delito, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, teniendo en cuenta la posición de la Corte Constitucional al respecto, dijo: 

“Surge evidente, entonces, que el propósito del legislador, al tipificar esa conducta como delito, es amparar la armonía doméstica y la unidad familiar, sancionando así penalmente el maltrato físico o sicológico infligido sobre algún integrante de la familia. Bajo esa línea, el elemento esencial para que el mismo se configure es que ese maltrato provenga de y se dirija sin distinción hacía un integrante del núcleo familiar o de la unidad doméstica, en tanto el concepto de familia no es restringido ni estático, sino que evoluciona social, legal y jurisprudencialmente.”

En la misma decisión la Corte Suprema agregó que para imputarlo, la Fiscalía tiene la carga de demostrar los siguientes elementos esenciales del tipo penal: (i) tanto agresor como víctima hacen parte de un mismo núcleo familiar, ya sea que estén unidos por un vínculo de consanguinidad, jurídico o por razones de convivencia, y (ii) se ha infligido un maltrato físico o psicológico a uno de ellos. 

Por otra parte, el legislador en el año 2008 expidió la Ley 1257 de ese año por medio de la cual dictó “normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, (…)” ello con el fin de reprimir esas formas de violencia contra la mujer por cuestiones de género; esto es, por su condición de mujer, o por el hecho de pertenecer al sexo femenino. En ese orden de ideas, el artículo segundo de esa ley definió la violencia contra la mujer así: 
“Por violencia contra la mujer se entiende cualquier acción u omisión, que le cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico o patrimonial por su condición de mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, bien sea que se presente en el ámbito público o en el privado.
Para efectos de la presente ley, y de conformidad con lo estipulado en los Planes de Acción de las Conferencias de Viena, Cairo y Beijing, por violencia económica, se entiende cualquier acción u omisión orientada al abuso económico, el control abusivo de las finanzas, recompensas o castigos monetarios a las mujeres por razón de su condición social, económica o política. Esta forma de violencia puede consolidarse en las relaciones de pareja, familiares, en las laborales o en las económicas”.
Con base en todo lo establecido en el anterior marco conceptual, procederá la Sala a desatar la alzada, para lo cual se hace necesario efectuar un análisis de las pruebas existentes en la actuación penal, a fin de determinar si las mismas generaban el grado de certeza necesario respecto de la responsabilidad criminal del acusado en la comisión del delito de violencia intrafamiliar, que llevaron a la Juez A-quo a absolverlo.
Para alcanzar tal propósito, sea lo primero decir que dentro del presente asunto quedó suficientemente claro que las supuestas agresiones verbales de que fuera víctima la señora ANA MARÍA CASTRILLÓN LÓPEZ por parte del procesado JFGG, se originaron durante la convivencia de ellos dos en la casa de la ofendida cuando ella estaba en estado de gestación, igualmente se debe tener en cuenta que la vida en común de ellos tan solo duro seis meses, entre  noviembre de 2012 y mayo de 2013, y culminó junto con su relación sentimental con posterioridad al nacimiento de la hija que estaban esperando; de otro parte, se tiene que los hechos por los cuales se dio la denuncia penal se presentaron en el mes de marzo del año 2014, o sea, un año después de finalizada su relación.  
En ese orden de cosas, y para entrar a determinar si lo sucedido el 15 de marzo de 2014 entre el señor JFGG y la señora ANA MARÍA encaja dentro del delito de violencia intrafamiliar, independientemente de que no se haya presentado una agresión física sino verbal de parte de él hacía ella, es necesario analizar lo dicho por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en reciente jurisprudencia, donde teniendo en cuenta la posición de la Corte Constitucional aclaró una tesis que de tiempo atrás se venía manejando en torno a en qué casos realmente se configuraba el delito de violencia intrafamiliar en parejas separadas, cuestión que fue planteada escuetamente en este asunto por el defensor; al respecto dijo esa Alta Corporación:
“La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia explica que el delito de violencia intrafamiliar (artículo 229 del Código Penal) no protege en abstracto a  la familia como institución básica de la sociedad, sino la coexistencia pacífica de un proyecto colectivo que supone el respeto por la autonomía ética de sus integrantes.

Es este sentido, fáctica y normativamente, ese propósito no se cumple entre parejas separadas, pero se mantiene respecto a los hijos, frente a quienes la contingencia de la vida en común no es una condición de la tipicidad. Ello por la intemporalidad que supone el vínculo entre padres e hijos.

En relación a su configuración, la Sala precisó que este tipo penal se presenta entonces cuando “el victimario y la víctima pertenezcan a la misma unidad familiar y conviven en la misma casa”; de no ser así, la agresión del uno al otro no satisface la exigencia típica de maltratar a un miembro del mismo núcleo familiar y tampoco vulnera el bien jurídico de la armonía y unidad familiar.

En este último caso deberá procederse, por ejemplo, conforme a las normas que regulan el delito de lesiones personales agravadas en razón del parentesco.

Con todo, la alta corporación judicial agregó que tener un hijo en común, así mismo, es insuficiente para acreditar unidad familiar y para suponerla perpetuamente. “De ser así se llegaría al absurdo de pensar que si una mujer o un hombre tienen varios hijos con diferentes parejas poseen tantas unidades familiares como número de hijos con sus compañeros o compañeras permanentes”.

El fallo termina siendo enfático al concluir que el maltrato a la expareja causado por quien ya no convive con ella no configura el delito de violencia intrafamiliar, sino el de lesiones personales dolosas”
. (Negrillas de la Sala) 
A la luz de lo anterior, hay dos cosas que quedan claras frente al delito de violencia intrafamiliar, entre parejas que ya se encuentran separadas; siendo la primera de ellas que en estos casos no habría violencia intrafamiliar porque no hay coexistencia entre las personas a pesar de que ella se haya dado en el pasado, pues lo que allí cabría hipotéticamente, en caso de agresión física, sería el delito de lesiones personales. En segundo lugar que el hecho de tener un hijo en común es insuficiente para acreditar la existencia de una unidad familiar pues ello supondría que la misma se prolonga de manera indefinida en el tiempo y que una persona puede tener más de una unidad familiar.
Las anteriores afirmaciones tienen su sustento en que el fin perseguido por la Ley Penal mediante el establecimiento del delito de violencia intrafamiliar era el de proteger la unidad de la familia, la que a juicio del alto fallador de cierre penal debe mirarse de manera cuidadosa cuando se habla de parejas separadas, esto es aquellas que rompieron su vínculo sentimental y además no conviven bajo el mismo techo  por cuanto, tal como lo manifestó en la sentencia arriba referenciada, “concluye la Corte que para la configuración del delito de violencia intrafamiliar es necesario que victimario y víctima pertenezcan a la misma unidad familiar, “que habiten en la misma casa” –en los términos del citado estatuto punitivo mexicano— pues de no ser ello así, la agresión de uno a otro no satisface la exigencia típica de maltratar a un miembro del mismo núcleo familiar y tampoco vulnera el bien jurídico de la “armonía y unidad de la familia”; así las cosas, la cohabitación en el mismo inmueble se convierte en un requisito necesario para hablar de violencia intrafamiliar. 

Ahora, en cuanto a que el vínculo de familia se mantenga entre dos personas porque tengan un hijo en común, se estableció en la sentencia ya citada que, "No es suficiente con que un hombre y una mujer procreen un hijo para que surja la noción de armonía y unidad de familia protegida por el delito analizado -violencia intrafamiliar-, pues si bien se establece una unidad familiar perenne entre cada uno de ellos con su descendiente, no necesariamente se conforma entre aquellos un lazo de igual naturaleza como para deducir entre los tres una familia para los efectos del delito de violencia intrafamiliar, en cuanto bien puede ocurrir que la relación y convivencia de la pareja culminen o, incluso, que nunca tengan lugar" (resaltado nuestro).
Con todo lo dicho, para esta Corporación y con respecto a lo dicho por la Corte, en realidad lo que el tipo penal protege no es la familia en abstracto como institución, sino, como lo dice la Sala de Casación Penal, la "coexistencia pacífica de un proyecto colectivo que supone el respeto por la autonomía ética de sus integrantes”.

Bajo esa perspectiva es necesario señalar que en este asunto, al quedar claro que para el día de los hechos señalados en el escrito de acusación la Fiscalía no probó en momento alguno que de los hechos denunciados se derive la existencia de una conducta punible de violencia intrafamiliar, pues como se dejó claro para ese entonces el señor JFGG y la señora ANA MARÍA CASTRILLÓN LÓPEZ no convivían y lo único que los une es su menor hija, lo que evidentemente desvirtúa la existencia del delito de violencia intrafamiliar de él hacía ella; tampoco se puede predicar tal conducta punible respecto de la menor L.G.C., porque él la tenía en ese momento en sus brazos, puesto que en ningún momento se demostró que él hubiese hecho o dicho algo que la pudiera afectar física o psicológicamente. 
En conclusión, la Sala habrá de confirmar la decisión adoptada por la Juez de primer nivel, porque en efecto la Fiscalía no cumplió con la carga procesal que le asistía de demostrar la ocurrencia del ilícito y la responsabilidad del acusado. 
En mérito de todo lo antes lo expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido el día 18 de agosto de 2015 por parte del Juzgado Penal Municipal de Conocimiento, en el cual se absuelve de la responsabilidad criminal endilgada en contra del Procesado JFGG por el delito de violencia intrafamiliar.
SEGUNDO: Declarar que contra de la presente decisión procede el recurso extraordinario de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentando dentro de las oportunidades de Ley.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� Corte Constitucional: Sentencia C-774 del veinticinco (25) de julio de dos mil uno (2001). M.P. RODRIGO ESCOBAR GIL.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia 3 de diciembre del 2014, radicado 41315.


� Corte Suprema de Justicia Sala Penal, Sentencia SP80642017 (48047), Jun. 7/17.
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